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VII PLENO JURISDICCIONAL DE LAS SALAS PENALES 
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ACUERDO PLENARIO N° 4-2011/CJ-116 

 
                                                                                      FUNDAMENTO: ARTÍCULO 116° TUO LOPJ 

ASUNTO: RELEVANCIA DEL VALOR DEL BIEN MUEBLE 

OBJETO DE HURTO PARA LA CONFIGURACIÓN   

DE LAS AGRAVANTES DEL ARTÍCULO 186º CP  

 

 

Lima, seis de diciembre de dos mil once.- 

 

Los Jueces Supremos de lo Penal, integrantes de las Salas Penales Permanente y  

Transitoria de la Corte Suprema de Justicia de la República, reunidos en Pleno 

Jurisdiccional, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 116° del Texto Único 

Ordenado de la Ley Orgánica del Poder Judicial, han pronunciado el siguiente: 

 

ACUERDO PLENARIO 

 
I. ANTECEDENTES 

 

1°. Las Salas Penales Permanente y Transitoria de la Corte Suprema de Justicia de la 

República, con la autorización del Presidente del Poder Judicial mediante Resolución 

Administrativa N° 127-2011-P-PJ, y el concurso del Centro de Investigaciones 

Judiciales, bajo la coordinación del señor Prado Saldarriaga, acordaron realizar el VII 

Pleno Jurisdiccional -que incluyó el Foro de “Participación Ciudadana”- de los Jueces 

Supremos de lo Penal, al amparo de lo dispuesto en el artículo 116° del Texto Único 

Ordenado de la Ley Orgánica del Poder Judicial -en adelante, LOPJ-, y dictar 

Acuerdos Plenarios para concordar la jurisprudencia penal. 

 

2°. El VII Pleno Jurisdiccional se realizó en tres etapas. La primera etapa estuvo 

conformada por dos fases: el foro de aporte de temas y justificación, y la publicación 
de temas y presentación de ponencias. Esta etapa tuvo como finalidad convocar a la 

comunidad jurídica y a la sociedad civil del país, a participar e intervenir con sus 

valiosos aportes en la identificación, análisis y selección de los principales problemas 

hermenéuticos y normativos que se detectan en el proceder jurisprudencial de la 

judicatura nacional, al aplicar normas penales, procesales y de ejecución penal en los 

casos concretos que son de su conocimiento. Para ello se habilitó el Foro de 

“Participación Ciudadana” a través del portal de internet del Poder Judicial, habiendo 

logrado con ello una amplia participación de la comunidad jurídica y de diversas 

instituciones del país a través de sus respectivas ponencias y justificación.  

Luego, los Jueces Supremos discutieron y definieron la agenda -en atención a los 

aportes realizados- para lo cual tuvieron en cuenta, además, los diversos problemas y 

cuestiones de relevancia jurídica que han venido conociendo en sus respectivas Salas 

en el último año. Fue así como se establecieron los diez temas de agenda así como sus 

respectivos problemas específicos.  
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3°. La segunda etapa consistió en el desarrollo de la audiencia pública, que se llevó a 

cabo el dos de noviembre. En ella, los representantes de la comunidad jurídica e 

instituciones acreditadas, luego de una debida selección, sustentaron y debatieron sus 

respectivas ponencias ante el Pleno de los Jueces Supremos de ambas Salas Penales, 

interviniendo en el análisis del tema del presente Acuerdo Plenario los señores Aníbal 

Paredes Matheus y Begonia Velásquez Cuentas (Jueces de la Corte Superior de 

Justicia de Cusco); el señor Shikara Vásquez Shimajuko del Centro de Estudios de 

Derecho Penal Económico y de la Empresa (CEDPE); el señor Rafael Cancho Alarcón 

(Fiscal Adjunto Provincial Penal Titular de Ayacucho); y el señor Silfredo Hugo 

Vizcardo (Profesor de Derecho Penal de la Universidad Nacional Mayor de San 

Marcos). 

 

4°. La tercera etapa del VII Pleno Jurisdiccional comprendió ya el proceso de 

discusión y formulación de los Acuerdos Plenarios, con la designación de Jueces 

Supremos Ponentes para cada uno de los diez temas seleccionados. Esta fase culminó 

con la Sesión Plenaria realizada en la fecha, con participación de todos los Jueces 

integrantes de las Salas Penales Permanente y Transitoria (a excepción del doctor 

Príncipe Trujillo, quien se encontraba de licencia), con igual derecho de voz y voto. Es 

así como finalmente se expide el presente Acuerdo Plenario, emitido conforme a lo 

dispuesto en el Artículo 116° de la LOPJ, que, faculta a las Salas Especializadas del 

Poder Judicial a pronunciar resoluciones vinculantes con la finalidad de concordar 

criterios jurisprudenciales de su especialidad.   

 

5°. La deliberación y votación se realizó el día de la fecha. Como resultado del debate 

y en virtud de la votación efectuada, por mayoría, se emitió el presente Acuerdo 

Plenario interviniendo como Ponente el señor PARIONA PASTRANA, con la 

participación del señor SANTA MARÍA MORILLO. 

 

 

II. FUNDAMENTOS JURÍDICOS 

 

§ 1. Problemática actual 

 

6°. Actualmente coexisten en la jurisprudencia y en la doctrina nacionales, posiciones 

discrepantes en torno a si resulta aplicable el requisito del valor del bien mueble objeto 
de hurto (equivalente a una remuneración mínima vital, según el artículo 444º del 

Código Penal -en adelante, CP-) para la configuración de las circunstancias agravantes 

contenidas en el artículo 186º CP. 

 

7°. Dos son las posiciones en discordia. La primera se pronuncia a favor de la 

observancia del valor del bien mueble sustraído para la configuración del tipo penal 

agravado, sustentando su posición principalmente en los siguientes argumentos:  

A. Se respeta el principio de legalidad -principio pilar de nuestro Estado de Derecho-, 

así como la teoría del tipo, específicamente las funciones del tipo, que cumplen una 

función garantizadora, ya que el hurto agravado exige la concurrencia de todos los 
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elementos del hurto simple, incluyendo el monto del objeto de acción, por lo que en el 

supuesto de no concurrir dicha circunstancia se estaría ante un supuesto de falta. 

B. Como el patrimonio es el principal bien jurídico afectado, se requiere una lesión 

considerable. En tal virtud, las conductas que no manifiestan un grado de lesividad 

significativo al bien jurídico tutelado deben ser sustraídas del ámbito de punición, en 

atención a la opción político criminal seguida por el Código Penal y que está basada en 

los principios de última ratio y mínima intervención. 

 

8°. La segunda posición defiende la autonomía del hurto agravado frente a la exigencia 

de que el bien mueble objeto del delito alcance una cuantía superior a una 

remuneración mínima vital. Plantea los siguientes argumentos:  

A. El hurto agravado importa una pluriofensividad de bienes jurídicos. 

B. En irrestricto respeto del principio de legalidad -base fundamental del Derecho 

penal-, el artículo 444º CP exige taxativamente un monto superior a una remuneración 

mínima vital tan solo para el supuesto de hecho del artículo 185° CP (hurto simple), 

mas no del hurto agravado (artículo 186º CP), por lo que debe concluirse en forma 

lógica y coherente que nuestro sistema punitivo no exige cuantía para la configuración 

del hurto agravado. 

C. Impide se genere impunidad de las conductas ilícitas.  

 

§ 2. Alcances del valor del bien mueble objeto de hurto para la configuración de las 

agravantes del artículo 186° CP 

 

9°.  Las agravantes del delito de hurto agravado se encuentran descritas en el artículo 

186º CP. Ellas requieren la presencia de la totalidad de elementos típicos del hurto 

básico, a excepción del elemento “valor pecuniario”, pues conservan, en relación al 

tipo penal básico, un específico margen de autonomía operativa [Cfr. RAMIRO SALINAS 

SICCHA: Derecho Penal - Parte Especial, 2da Edición, Editorial Grijley, Lima, 2007, 

p. 867]. El criterio cuantitativo es una exigencia que se encuentra expresa, inequívoca 

y taxativamente establecida sólo para el hurto simple (artículo 185º CP) y daños 

(artículo 205º CP), conforme lo estipula el artículo 444º CP; esta exigencia no afecta a 

los supuestos agravados.  

Con ello, además, se pone de manifiesto el carácter residual de la falta de hurto. Por 

tanto, el hurto agravado no requiere del requisito del quantum del valor del bien para 

su configuración. Así entendida esta infracción penal, respeta el principio de legalidad, 

previsto en el artículo 2º, inciso 24), literal d), de la Constitución; principio que 

comprende los requisitos de lex praevia -prohibición de retroactividad de las leyes que 

agravan la punición o prevean nuevas formas delictuales-, lex scripta -se excluye  la 

costumbre como fuente de delitos y penas, e implica al principio de reserva de ley, que 

significa que el Congreso es el legitimado para normar las conductas ilícitas con sus 

respectivas sanciones, por ser el representante de la voluntad popular), y lex stricta      

-determinación de la ley penal, esto es, el cumplimiento del principio de taxatividad o 

mandato de certeza, que implica que los conceptos que utilice el legislador no pueden 

ser vagos porque atentaría contra la seguridad jurídica [Cfr. MARÍA DEL CARMEN 

GARCÍA CANTIZANO: Algunos alcances del principio de legalidad en el ámbito del 

ordenamiento jurídico peruano. En Revista Institucional N° 7. Aporte al Derecho 

Penal Peruano desde la perspectiva Constitucional, Lima, 2006. p. 89].  
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Cabe entonces rechazar, por este motivo, la primera de las opciones dogmáticas en 

debate. 

 

10°. Por otro lado, no se puede amparar, en base al principio de favorabilidad del reo, 

que se genere impunidad. Los inconvenientes prácticos de estimar el criterio 

cuantificador respecto del objeto material del delito de hurto como parte de las 

hipótesis del hurto con agravantes son los siguientes:  

A. Si la sustracción de bienes en casa habitada, queda en grado de tentativa o de 

frustración, dicho proceder generaría una sanción leve y no equivalente con la voluntad 

lesiva del agente. 

B. Una sustracción por banda de un bien mueble de escaso valor, carecería de 

connotación como delito. 

C. En el supuesto de que se dejase en indigencia temporal a quien percibe menos de 

una remuneración mínima vital, dicha conducta no constituiría delito. El Derecho 

penal sólo protegería a las personas cuya remuneración asciende a dicho monto, 

quedando por ende desprotegidas las víctimas de ingresos inferiores, con lo se 

generaría un Derecho penal tutelar del patrimonio de los socialmente mejor ubicados y 

de desamparo en perjuicio de quienes tienen menores recursos, quienes son mayoría en 

nuestro país [Cfr. JORGE LUIS SALAS ARENAS y otro: Las calificaciones en el hurto 

agravado y su relaciones con el hurto simple entre la legalidad, la favorabilidad y la 

impunidad (II). En Revista Gaceta de la OCMA. Año V. N° 53-54. Mayo-Junio 2006, 

pp. 10-11].  

 

11°. Nuestro legislador, por lo demás, ha estimado tales conductas como agravadas, 

atendiendo a su mayor lesividad, esto es, a su carácter pluriofensivo de bienes 

jurídicos. La ley penal asignó tal condición a los hurtos cometidos bajo circunstancias 

especiales y graves, tales como casa habitada, durante la noche, con ocasión de 

incendio, inundación, naufragio, calamidad pública o desgracia particular del 

agraviado, mediante el concurso de dos o más personas, etcétera [Cfr. HAMILTON 

CASTRO TRIGOSO: Las faltas en el ordenamiento penal peruano, Editorial Grijley, 

Lima, 2008, p. 68], obviando en estos casos criterios de cuantía.  

Diferente es el criterio político criminal que rige para el delito de hurto simple, que por 

ser una conducta de mínima lesividad y en observancia a los principios de mínima 

intervención y última ratio del Derecho penal, demanda que se fije un valor pecuniario 

mínimo a fin de diferenciarlo de una falta patrimonial. No es éste el caso del hurto con 

agravantes, dado que existe un mayor nivel de reproche, caso contrario, se tendría que 

establecer una cuantía significativa para el delito de robo [Cfr. RAMIRO SALINAS 

SICCHA: Ibidem, p. 845]. 

 

12°. Con acierto QUINTERO OLIVARES, sostiene que en los hurtos cualificados se ha ido 

imponiendo el criterio de abandonar la determinación de la pena en éste y otros delitos 

a través del sistema de saltos de cuantía, y se ha ido abriendo paso la técnica de 

cualificar el hurto no tanto por el valor económico puro del objeto muchas veces de 

difícil determinación y de grandes dificultades para ser captado por el dolo, por el más 

tangible de la naturaleza del objeto de lo sustraído y los efectos cognoscibles de dicha 

sustracción [Cfr. GONZALO QUINTERO OLIVARES: Comentarios a la Parte Especial del 

Derecho Penal, 2da Edición, Editorial Aranzadi, Pamplona, España, 1999. p. 482].  



 
   

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA REPÚBLICA 

VII PLENO JURISDICCIONAL PENAL 
                                          __________________________________________________________________________ 

   

 5 

III. DECISIÓN 

 

13º.  En atención a lo expuesto, las Salas Penales Permanente y Transitoria de la Corte 

Suprema de Justicia de la República, reunidas en Pleno Jurisdiccional, y de 

conformidad con lo dispuesto en el artículo 116° del Texto Único Ordenado de la Ley 

Orgánica del Poder Judicial; 

 

ACORDARON: 

 

14°. ESTABLECER como doctrina legal, los criterios expuestos en los fundamentos 

jurídicos 9° al 12°. 

 

15°. PRECISAR que los principios jurisprudenciales que contiene la doctrina legal antes 

mencionada deben ser invocados por los jueces de todas las instancias judiciales, sin 

perjuicio de la excepción que estipula el segundo párrafo del artículo 22° de la LOPJ, 

aplicable extensivamente a los Acuerdos Plenarios dictados al amparo del artículo 

116° del citado estatuto orgánico. 

 

16°. PUBLICAR el presente Acuerdo Plenario en el diario oficial “El Peruano”. Hágase 

saber. 

 

Ss. 

 

VILLA STEIN 

 

LECAROS CORNEJO 

 

RODRÍGUEZ TINEO 

 

PARIONA PASTRANA 

 

BARRIOS ALVARADO  

 

NEYRA FLORES  

 

VILLA BONILLA  

 

CALDERÓN CASTILLO  

 

SANTA MARÍA MORILLO 
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VOTO SINGULAR DEL SEÑOR PRADO SALDARRIAGA 

 

El señor Juez Supremo que suscribe discrepa del sentido hermenéutico planteado en 

torno a la función del monto del valor del bien objeto de acción del delito de hurto, en 

la configuración de las circunstancias agravantes específicas que para tal ilícito penal 

regula el artículo 186° CP.  

La discrepancia se expresa en los siguientes términos: 

 

FUNDAMENTOS JURIDICOS 

 

§ 1.  Sobre las clases de normas penales que contiene la Parte Especial del Código 

Penal 

 

1º. En la Parte Especial del Código Penal se detectan  tres clases de normas que tienen 

por función la criminalización primaria de una conducta punible. Por un lado,  están 

los tipos penales destinados a describir los actos criminalizados. Y, por otro lado, se 

encuentran los catálogos de circunstancias agravantes o atenuantes específicas que 

pueden concurrir en la realización de determinados delitos. Con ambas clases de 

disposiciones normativas el legislador cumple de modo formal con las exigencias y 

consecuencias que impone el principio de legalidad a todo proceso de construcción 

política de delitos y penas. Esta dualidad normativa se aprecia con nitidez en el caso de 

delitos convencionales pero sensibles a la seguridad ciudadana como el hurto, que 

tiene su tipo penal en el artículo 185° CP y su catálogo de circunstancias agravantes 

específicas en el artículo 186° CP. Normas penales similares coexisten en el caso del 

delito de robo (artículos 188° y 189°) o del delito de daños (artículos 205° y 206°). 

Ahora bien, la técnica legislativa seguida por el legislador peruano no siempre incluye 

ambas clases de normas en artículo distintos, ya que en algunas ocasiones se les 

incorpora en párrafos sucesivos de un mismo artículo, como se aprecia en el artículo 

152° CP que integra la tipificación del delito de secuestro en su primer párrafo y en el 

segundo hace el listado de las circunstancias agravantes específicas.  

 

2º. Y también en la Parte Especial, aunque en menor medida, se utilizan tipos penales 

derivados que son aquellos que adicionan a un tipo penal básico o simple, una 

circunstancia -elemento típico accidental- que califica o privilegia la punibilidad 

concreta del delito. Característica propia de esta modalidad de tipos penales es que 

deben reproducir siempre en su redacción la conducta típica prevista por el tipo básico. 

Ello se observa en el delito de parricidio (artículo 107° CP) y en el delito de homicidio 

por emoción violenta (artículo 109° CP). En efecto, en estos dos supuestos se incluye 

expresamente la conducta matar que es la que identifica al homicidio en su tipo básico 

o simple del artículo 106° CP. 

 

§ 2°. La función del valor del bien objeto de apoderamiento en el hurto y en la 

configuración de las agravantes específicas del artículo 186° CP 

 

3º. Ha sido tradición en el derecho penal nacional el distinguir la naturaleza jurídica de 

las infracciones penales consistentes en el apoderamiento de bienes muebles ajenos, 

mediante destreza y sin empleo de violencia sobre las personas, a partir del valor 
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económico que aquellos poseen (Cfr. Artículo 386° del Código Penal de 1924). Por tal 

razón, el artículo 444° del Código Penal vigente, señaló expresamente que el hurto 

falta sería aquél donde el valor del bien mueble apoderado no fuera superior a una 

remuneración mínima vital. Por consiguiente, se trataría siempre de un hurto delito 

cuando el valor del objeto de acción de la infracción cometida fuera superior a dicho 

monto. En consecuencia, pues, de modo implícito tal magnitud económica constituye 

también un elemento típico para la configuración del delito previsto en el artículo 

185°, aunque en dicha norma la redacción empleada no lo exija expresamente. Es más, 

los autores nacionales aluden a ella en sus comentarios dogmáticos sobre la tipicidad 

objetiva de tal delito [Cfr. LUIS ALBERTO BRAMONT-ARIAS TORRES y MARÍA DEL 

CARMEN GARCÍA CANTIZANO: Manual de Derecho Penal. Parte Especial, 4ª. Edición, 

Editorial San Marcos, Lima, 2009, p. 294]. Por tanto, no hay ni puede haber un delito 

de hurto si el valor del bien apoderado no es superior a una remuneración mínima vital. 

Conclusión similar es aplicable para el delito de daños previsto en el artículo 205° CP, 

y al cual también se vincula con igual valor económico referencial en el artículo 444° 

CP. 

 

4º. Ahora bien, es evidente que el artículo 186° CP por la forma como está construido 

no es un tipo penal derivado sino un catálogo de circunstancias agravantes. Por tanto,  

no puede operar autónomamente como en el caso del parricidio o del homicidio por 

emoción violenta, sino que está dogmática y sistemáticamente subordinado a la 

existencia de un delito de hurto. No existe, pues, un delito de hurto agravado sino un 

delito de hurto con agravantes.  

El delito de hurto con agravantes consistirá siempre en el apoderamiento mediante 

destreza de un bien mueble ajeno cuyo valor sea superior a una remuneración mínima 

vital, pero que tiene que ser cometido con la concurrencia de cualquiera de las 

circunstancias agravantes específicas que se detallan en el artículo 186° CP. Lo cual, 

por lo demás, es expresamente requerido por el párrafo inicial de dicha disposición en 

los términos siguientes: “El agente será reprimido con pena privativa de libertad no 

menor de tres ni mayor de seis años si el hurto es cometido:”. Esta clara distinción 

legal es aún más notoria en el caso del delito de daños, ya que el propio artículo 206º 

CP textualmente reconoce que es una norma catálogo de circunstancias agravantes 

especificas al señalar: “La pena para el delito previsto en el artículo 205° será 

privativa de libertad no menor de uno ni mayor de seis años cuando:..” 

 

5º. Por consiguiente, el tratar de dar autonomía operativa al artículo 186° CP, 

prescindiendo del monto superior a una remuneración mínima vital, sólo en base 

razonamientos de política criminal como los expuestos en algunas ponencias 

sustentadas en la audiencia pública (mayor ofensividad de la conducta o mayor 

peligrosidad en el agente o desigualdad en la tutela de las víctimas potenciales), son 

buenos argumentos para una valoración de lege ferenda pero exceden los límites de 

todo análisis posible de lege lata, y al posibilitar efectos de mayor sanción punitiva 

podrían ser expresión involuntaria de un analogía in malam partem.  

 

6º. En todo caso, es de plantear mejor una reforma legal del artículo 186° CP, que 

incluya expresamente un monto referencial superior al previsto para la configuración 

del hurto falta que reprime el artículo 444° CP; o incluir, en este último dispositivo, un 
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nuevo párrafo que reproduzca las circunstancias agravantes del artículo 186° CP y 

conminarle una penalidad mayor y apropiada para un hurto falta con agravantes. 

 

Por estos fundamentos, MI VOTO es porque se considere como doctrina legal los 

fundamentos jurídicos alternativos previstos en los párrafos precedentes del 1° al 6 ° 

 

 

Sr. PRADO SALDARRIAGA 

  

 


